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1741 LEY 10/2003, de 22 de diciembre, de medi-
das tributarias y administrativas.

EL PRESIDENTE DE LAS ILLES BALEARS

Sea notorio a todos los ciudadanos que el Parlamento
de las Illes Balears ha aprobado y yo, en nombre del
Rey, y de acuerdo con lo que se establece en el artículo
27.2 del Estatuto de Autonomía, tengo a bien promulgar
la siguiente Ley de medidas tributarias y administrativas.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I

Esta ley se enmarca dentro de las conocidas como
«leyes de acompañamiento de los presupuestos gene-
rales». La justificación de estas leyes reside en las limi-
taciones establecidas por el Tribunal Constitucional con
relación al alcance de las leyes de presupuestos, aten-
diendo a la singularidad de estas últimas. En este sentido,
las citadas «leyes de acompañamiento» pretenden com-
plementar la Ley de presupuestos y constituir, con ésta,
una unidad de acción racional para cumplir los objetivos
de política económica, razón que justifica que se tramiten
simultáneamente con las leyes de presupuestos gene-
rales. La presente ley responde a esta finalidad y, en
este sentido, recoge básicamente aspectos de carácter
tributario y de acción administrativa.

II

El título I (Normas tributarias) se estructura en cuatro
capítulos que contienen diversas normas relativas a los
tributos cedidos, a los tributos propios y a determinados
aspectos del procedimiento de gestión tributaria, res-
pectivamente.

Por lo que se refiere al capítulo I (artículos 1 a 3),
se modifican, en primer lugar, las cuantías de determi-
nadas bases imponibles, reducciones y deducciones
autonómicas en el impuesto sobre la renta de las per-
sonas físicas (artículo 1), y en el impuesto sobre suce-
siones y donaciones (artículo 2.1), redondeándose, con
la intención de normalizar el uso del euro. En segundo
lugar, se aumentan algunos de los beneficios fiscales
actualmente existentes en las Illes Balears, con una aten-
ción especial a la problemática del acceso a la vivienda
para los jóvenes residentes en las Illes Balears. Así, se
incrementa de un 5 por ciento a un 6,5 por ciento la
deducción existente para la adquisición o la rehabilita-
ción de la vivienda habitual en lo que concierne a los
jóvenes menores de 36 años (artículo 1.3). En este mis-
mo sentido, se crea una bonificación del 99% en la
cuota tributaria del impuesto sobre sucesiones y dona-
ciones por lo que se refiere a las sucesiones que afecten
a los sujetos pasivos comprendidos en el grupo I, eso
es, a los descendientes y adoptados menores de 21
años, sin perjuicio de la reducción establecida para este
grupo en el artículo 20.2.a) de la Ley 29/1987, de 18
de diciembre, reguladora del impuesto (artículo 2.3), y
se introduce una deducción del 85% en la cuota tri-
butaria del impuesto en el caso de donaciones de dinero
de padres a hijos que, con los requisitos que se esta-
blecen en esta misma ley, se destinen a financiar la adqui-
sición de la primera vivienda que tenga que constituir
la residencia habitual de los hijos menores de 36 años
(artículo 2.4).

Por otra parte, se eleva hasta 300.000,00 euros la
reducción prevista en el mencionado artículo 20 de la
Ley 29/1987, de 18 de diciembre, en relación con las
adquisiciones por causa de muerte de los sujetos pasivos
que sean residentes en las Illes Balears y que tengan

la consideración legal de minusválidos con un grado de
discapacidad superior al 65%, todo ello con indepen-
dencia del resto de reducciones que puedan correspon-
derles de acuerdo con el mencionado precepto legal
(artículo 2.2).

Con relación a la tasa fiscal sobre el juego (artículo 3),
como aspectos más destacados, se mantiene el tipo
impositivo en el juego del bingo en el 31 por ciento,
se deflacta la escala de gravamen correspondiente al
juego en casinos con la finalidad de compensar a los
sujetos pasivos de los incrementos meramente nomi-
nales de la base imponible derivados de la inflación,
y se normalizan las cuantías en euros de la exención
correspondiente a las asociaciones sin finalidad de lucro
en la tasa sobre rifas, tómbolas, apuestas y combina-
ciones aleatorias, regulada en el Decreto 3059/1966,
de 1 de diciembre.

En el capítulo II, relativo a los tributos propios (artícu-
lo 4) se crea la tasa por la expedición de la tarjeta para
la utilización del mecanismo de control en el transporte
por carretera a que se refiere el Reglamento CEE
1360/2002, de 24 de septiembre, de modificación del
Reglamento CEE 3821/1985, y se revisan algunos
aspectos de diversas tasas reguladas en la Ley 11/1998,
de 14 de diciembre, sobre régimen jurídico de tasas
de la comunidad autónoma de las Illes Balears, a efectos
de delimitar mejor determinados hechos imponibles o
bases imponibles, por una parte, de introducir algunas
bonificaciones y exenciones, por otra, y, finalmente, de
modificar puntualmente la cuantía de otras. Asimismo,
se suprime la tasa por la prestación de servicios docentes
por parte de los Conservatorios Profesionales de Música
y Danza de las Illes Balears correspondiente a la con-
vocatoria extraordinaria del Plan de 1966, una vez extin-
guido definitivamente dicho plan.

El capítulo III (Normas de gestión tributaria) contiene
tres artículos (artículos 5 a 7) relativos, el primero de
ellos, a la gestión del impuesto sobre sucesiones y dona-
ciones y del impuesto sobre transmisiones patrimoniales
y actos jurídicos documentados; el segundo, a la gestión
censal y al pago mediante recibo de la tasa fiscal sobre
el juego; y, el tercero, al pago telemático preceptivo de
determinados tributos propios y cedidos para los sujetos
pasivos que superen la cifra de negocios que a tales
efectos se establezca por orden del consejero compe-
tente en materia de hacienda.

Finalmente, el capítulo IV (Normas de gestión recau-
datoria) contiene cuatro artículos (artículos 8 a 11) rela-
tivos a los órganos competentes para la gestión de los
recursos de la hacienda de la comunidad autónoma de
las Illes Balears, con la finalidad primordial de regular,
en una norma de rango legal y de acuerdo con la potes-
tad de autoorganización de la comunidad autónoma
reconocida en el ordenamiento jurídico, los rasgos esen-
ciales de la organización recaudatoria y, en particular,
de las recaudaciones de zona y de los titulares de dichos
órganos. En este último sentido, esta ley establece una
regulación que mantiene los principios que han inspirado
la normativa reglamentaria vigente, la cual se declara
expresamente en vigor en la disposición final primera
de la ley, basados en una configuración de las recau-
daciones de zona como órganos propios de la Admi-
nistración de la comunidad autónoma de las Illes Balears,
en la cual se integran y en cuyo frente se sitúa el recau-
dador de zona, el cual se vincula con la Administración
autonómica mediante una relación plenamente estatu-
taria por razón de la titularidad del órgano que ostenta,
con carácter de agente de la autoridad.

III

El título II (Normas de gestión y acción administrativa)
se divide en doce capítulos, referentes a la gestión eco-
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4. Se modifica el apartado 3 del artículo 65 de la
Ley 7/1998, de 12 de noviembre, de ordenación far-
macéutica de las Illes Balears, que pasa a tener la siguien-
te redacción:

«3. Las entidades o agrupaciones ganaderas
y los establecimientos detallistas autorizados para
la dispensación de medicamentos de uso veteri-
nario deberán contar con un farmacéutico respon-
sable en los términos que se señalen reglamen-
tariamente. Asimismo, deberán reunir los requisitos
y las condiciones establecidas en la legislación que
les sea de aplicación.»

5. Se modifica la letra c) del artículo 67 de la Ley
7/1998, de 12 de noviembre, de ordenación farmacéu-
tica de las Illes Balears, que pasa a tener la siguiente
redacción:

«c) La prestación del ejercicio profesional en
más de una oficina de farmacia o en más de un
establecimiento y/o servicio de los regulados en
esta ley, y en los que figure como responsable.
Se exceptúan de esta incompatibilidad los estable-
cimientos dispensadores de medicamentos de uso
veterinario previstos en el apartado 1 del artículo
65 de la presente ley.»

CAPÍTULO VI

La acción administrativa en materia de carreteras

Artículo 18. Modificación del artículo 33 de la Ley
5/1990, de 24 de mayo, de carreteras de la comu-
nidad autónoma de las Illes Balears.

Se modifica la letra e) del apartado 2 del artículo
33 de la Ley 5/1990, de 24 de mayo, de carreteras
de la comunidad autónoma de las Illes Balears, que pasa
a tener la siguiente redacción:

«e) Las conducciones eléctricas, hidráulicas y
similares de interés público enterradas podrán auto-
rizarse a una distancia no inferior a los tres (3)
metros de la arista de explanación de la carretera,
fuera de la zona de dominio público. Bajo la calzada,
los cruces deberán realizarse por la solera de las
obras de fábrica existentes, en galerías o tubos dis-
puestos previamente a este objeto o construidas
con medios que no alteren el firme; excepcional-
mente, podrán autorizarse rasas en la calzada por
razones de extrema urgencia o necesidad, o pre-
viamente a una obra de renovación del firme exis-
tente. En las travesías, las conducciones deberán
ir debajo de las aceras o las zonas con dicho destino
siempre que sea posible.

No obstante lo establecido en el párrafo anterior,
la Administración titular de la carretera podrá auto-
rizar, excepcionalmente y en función de las exi-
gencias del sistema viario, la ocupación del sub-
suelo de la zona de dominio público, preferente-
mente a una franja de un (1) metro situada en
la parte más exterior de dicha zona, para la implan-
tación o la construcción de las infraestructuras
imprescindibles para la prestación de servicios
esenciales de interés público. La Administración
actuante determinará las condiciones a las que
deberán sujetarse estas autorizaciones a precario,
los derechos y las obligaciones que asume el sujeto
autorizado, el plazo de duración de la autorización,
si procede, el canon de ocupación que, en su caso,
se fije, y los supuestos de revocación.»

CAPÍTULO VII

La acción administrativa en materia de protección
de animales, caza y pesca fluvial

Artículo 19. Normas en materia de protección de ani-
males que viven en el entorno humano.

1. Se modifica la letra b) del apartado 2 del artículo
4 de la Ley 1/1992, de 8 de abril, de protección de
los animales que viven en el entorno humano, que pasa
a tener la siguiente redacción:

«b) La celebración de competiciones de tiro al
pichón o de codorniz, siempre y cuando sean pro-
movidas por sociedades de tiro, bajo el control de
la respectiva federación, y cuenten con la autori-
zación de la consejería competente en materia de
caza. En ningún caso se permitirán las replazas ni
otra práctica que suponga tiros adicionales a los
dos que corresponden al competidor.»

2. Se añade una nueva letra, la letra d), al apartado 2
del artículo 4 de la Ley 1/1992, de 8 de abril, de pro-
tección de los animales que viven en el entorno humano,
con la siguiente redacción:

«d) Las tiradas y los campeonatos de tiro de
codornices lanzadas a máquina, siempre que sean
promovidas y controladas por la Federación Balear
de Caza y cuenten con la autorización de la con-
sejería competente en materia de caza.»

Este deporte se regirá por el Reglamento de cam-
peonatos de codornices lanzadas a máquina de la Fede-
ración Española de Caza.

Artículo 20. Normas en materia de caza.

En el ámbito territorial de las Illes Balears, se deja
sin efecto el contenido del apartado 4 del artículo 34
de la Ley 1/1970, de 4 de abril, de caza, el cual queda
sustituido por la norma siguiente:

«La consejería competente en materia de caza
autorizará la expedición de licencias, después de
la tramitación del correspondiente expediente. La
renovación de estas licencias será anual. No obs-
tante y a petición del cazador, podrán expedirse
licencias de hasta tres años de validez, haciéndose
constar en la misma cartulina.»

Artículo 21. Normas en materia de pesca fluvial.

1. En el ámbito territorial de las Illes Balears, se
deja sin efecto el contenido del artículo 58 de la Ley
de 20 de febrero de 1942, por la que se regula el fomento
y la conservación de la pesca fluvial, el cual queda sus-
tituido por la norma siguiente:

«La acción para denunciar y perseguir a los
infractores de esta ley de pesca fluvial es pública.
Las infracciones muy graves prescribirán a los tres
años, las graves a los dos años, las menos graves
al año y las leves a los seis meses, a contar a partir
del día en que las infracciones se hayan producido.

Las sanciones impuestas por faltas muy graves
prescribirán a los tres años, las impuestas por faltas
graves a los dos años y las impuestas por faltas
menos graves y leves al año.»

2. En el ámbito territorial de las Illes Balears, se
dejan sin efecto las cuantías establecidas en los artículos
111, 112, 113 y 114 del Decreto de 6 de abril de 1943,
por el que se aprueba el Reglamento para la ejecución
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«c) Una vez estudiados las alegaciones y los
informes emitidos, el mismo órgano que aprobó
inicialmente la norma territorial cautelar la aprobará
definitivamente en el plazo máximo de seis meses,
contadores desde la aprobación inicial, transcurri-
dos los cuales la aprobación no producirá ningún
efecto.»

g) Se modifica el número 5 del artículo 17, que
queda redactado de la siguiente manera:

«5. Sin perjuicio de lo que se dispone en este
artículo, la vigencia de las normas territoriales cau-
telares previas a las Directrices de Ordenación Terri-
torial no debe superar los cinco años. Este plazo
será de tres años para las normas territoriales cau-
telares previas a la aprobación de planes territo-
riales insulares y de planes directores sectoriales
o a la modificación de cualquier instrumento de
ordenación territorial.»

2. Lo que se dispone en el punto anterior será de
aplicación para la aprobación de instrumentos de orde-
nación territorial o para su modificación o revisión siem-
pre que a la entrada en vigor de esta ley no hubiesen
sido aprobados inicialmente. No obstante, para los ins-
trumentos de ordenación territorial cuya formulación,
revisión o modificación, en el momento de la entrada
en vigor de esta ley, hubiese sido objeto de aprobación
inicial pero todavía no hubiese finalizado el trámite de
información pública, podrá acordarse la suspensión del
otorgamiento de licencias y autorizaciones así como la
de la tramitación y aprobación de instrumentos de pla-
neamiento urbanístico en los términos previstos en el
punto 1 de esta disposición adicional. Este acuerdo, que
deberá ser aprobado por el consejo ejecutivo compe-
tente del Consejo Insular o, en su defecto, por el pleno,
dejará sin efecto las normas territoriales cautelares que
se hubiesen aprobado previamente a la aprobación del
instrumento de ordenación de que se trate.

Las normas territoriales cautelares aprobadas con
anterioridad a la entrada en vigor de esta ley se regirán
por la normativa que les sea de aplicación en el momento
de su aprobación definitiva. No obstante, la aprobación
inicial del instrumento de ordenación territorial al que
están vinculadas supondrá su derogación siempre que
esta aprobación inicial haya tenido lugar con posterio-
ridad a la entrada en vigor de esta ley.

Disposición adicional vigesimotercera.

1. Para llevar a cabo lo que establece el apartado
primero de la disposición adicional séptima de la Ley
16/2001, de 14 de diciembre, de atribución de com-
petencias a los consejos insulares en materia de carre-
teras y caminos, el Gobierno de las Illes Balears y cada
uno de los consejos insulares podrán suscribir un con-
venio mediante el cual se destine a la inversión en infraes-
tructuras viarias por parte del ente insular, el presupuesto
indicado en la disposición adicional citada, aplazando
el pago de la cantidad señalada como mínimo por un
plazo de siete años. En este caso, no será de aplicación
la deducción prevista en la disposición transitoria primera
de la citada ley.

En aplicación de lo dispuesto en el artículo 2.d) de
la Ley 16/2001, la tramitación de los expedientes de
expropiación, incluido su pago, atendiendo a las obras
citadas, corresponderá al consejo insular respectivo.

2. El Gobierno de las Illes Balears está facultado
para llevar a cabo la licitación, la contratación y el pago
de las obras previstas en el Convenio de carreteras fir-
mado con la Administración del Estado.

Disposición adicional vigesimocuarta.

Mantendrán su clasificación como urbanizables o
aptos para la urbanización a los efectos previstos en
la letra b) del segundo punto de la disposición transitoria
sexta de la Ley 6/1999, de 3 de abril, de las Directrices
de Ordenación Territorial de las Illes Balears y medidas
tributarias, aquellos terrenos que indique el Plan Terri-
torial Insular de entre los cuales, en la entrada en vigor
de la Ley 6/1999 y disponiendo de planeamiento parcial
aprobado y careciendo de instrumento de ejecución del
mismo, se hubiesen realizado obras y servicios de urba-
nización cuyo coste superase el 50% del conste total
de la urbanización, y que precisen ser completadas o
sea necesaria la ejecución de las no realizadas o ins-
taladas, a los efectos de:

b1) Garantizar la ejecución y la implantación de la
totalidad de las obras, las infraestructuras y los servicios
exigibles por el planeamiento parcial.

b2) Alterar las características de la ordenación ini-
cialmente previstas.

Mientras no se haya aprobado el correspondiente
plan territorial insular, podrán aprobarse instrumentos
de planeamiento urbanístico general que incorporen
como urbanizables o aptos para la urbanización terrenos
de los comprendidos en el párrafo anterior, siempre que
cuenten con informe favorable de la Comisión de Coor-
dinación de Política Territorial en relación con el cum-
plimiento de los requisitos establecidos en este punto.

Disposición adicional vigesimoquinta.

1. Se deja sin efecto el artículo 20 de la Ley
14/2001, en lo que se refiere al Consejo Insular de
Mallorca.

2. Se transfieren al Consejo Insular de Mallorca las
plazas de la relación de puestos que se comprenden
en el anexo II de esta ley y las personas que los ocupen
día 1 de enero de 2004, y asimismo se transfiere el
personal contratado que en la misma fecha mantenga
relación laboral temporal con el IBAS.

3. El personal y los centros que la comunidad autó-
noma de las Illes Balears traspasa al Consejo Insular
de Mallorca se integrarán al Instituto de Servicios Socia-
les y Deportivos de Mallorca.

4. La comunidad autónoma de las Illes Balears
podrá facilitar al Consejo Insular de Mallorca los recursos
económicos, mediante un acuerdo bilateral específico
de colaboración, para el ejercicio de 2004, al objeto
de compensar las diferencias entre los cálculos derivados
de los anexos I (creación de nuevos servicios) y II (re-
lación de personal transferido) y del personal laboral tem-
poral, de la Ley 14/2001, de 29 de octubre, de atribución
de competencias a los consejos insulares en materia
de servicios sociales y seguridad social, y los efectivos
realmente traspasados. Esta dotación en ningún caso
puede entenderse integrada en el coste efectivo.

Disposición adicional vigesimosexta.

La Consejería de Medio Ambiente podrá denegar las
solicitudes de autorizaciones de los centros de tratamien-
to de vehículos fuera de uso señalados en el artículo
2.g) del Real Decreto 1383/2002, de 20 de diciembre,
sobre gestión de vehículos al final de su vida útil, inclui-
das las que están pendientes de resolución a la entrada
en vigor de esta ley, cuando concurran las siguientes
circunstancias:

a) Que a la vista de las autorizaciones ya concedidas,
su ubicación territorial y la demanda previsible de baja
de vehículos, se considere que están suficientemente
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